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Históricamente, México ha vivido acontecimientos y hechos que
han puesto en evidencia, por un lado la violación sistemática de
los derechos humanos, los que han desencadenado un sinnúmero
de movimientos políticos, sociales y jurídicos; por otro lado, Mé-
xico se ha constituido en un bastión importante en la generación
y establecimiento de propuestas e instrumentos que han dado
cause al establecimiento gradual y evolutivo de cartas constitu-
cionales que han expresado el sentir de la población mexicana,
fundamentalmente en 19l7 que plasma para México y el mundo,
los denominados derechos sociales; a tal reconocimiento se
acompañan instrumentos jurídico-constitucionales para su protec-
ción.

Existen diversas propuestas teóricas en el mundo y en México
que explican y que comprueban que los derechos humanos son
el principio y fin de toda institución político-jurídica, y que cons-
tituyen la columna vertebral de la organización político-social,
traducidos en principios y valores plasmados en la Constitución
de México.
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Como consecuencia de lo anterior, y en razón de su propia
naturaleza, deriva el reconocimiento implícito y explícito de una
teoría y práctica de los derechos humanos como factor de desa-
rrollo y estabilidad de la nación. Sin embargo, se sigue cuestio-
nando el cumplimiento y respeto de estos derechos humanos, al-
gunos de ellos considerados y denominados como fundamentales.

Vivimos un presente en el que los derechos fundamentales no
sólo deben ser considerados como principios organizativos, sino
también como constante-evolutiva de mejores condiciones de
vida, lo que al parecer, hoy presenta la cara contraria, baste con
observar los índices de justicia/seguridad o de injusticias e insegu-
ridad pública, lo que desprende, entre otros de que el “número de
presuntos delincuentes ha crecido a un ritmo anual promedio
de siete veces mayor del que registra el incremento poblacional
en los últimos 15 años... el número de homicidios intencionales
por cada 100,000 personas registra promedios superiores al de
países antaño considerados altamente violentos” 1 donde México
obtiene un porcentaje de un 20% en relación con el 15% de Rusia
y el 15% de Estados Unidos y el 5% de la India, según informa-
ción tomada de Nexos.2 También podemos apreciar de que el im-
presionante incremento de la delincuencia que conlleva un alto
grado de impunidad, desconfianza, injusticia, ineficacia y corrup-
ción en la administración de la justicia según podemos observar.

Según fuentes oficiales, en México anualmente se denuncian
un millón 400 mil delitos, pero más del 80% de las víctimas opta
por no presentar la denuncia correspondiente, lo cual implica que
en realidad se comenten en el país alrededor de 7 millones de
delitos al año. Aunado a esto, sólo el 13% de los delitos se so-
meten a proceso (182 mil), mientras que de ellos se resuelve ape-
nas el 4% (aproximadamente 56 mil). Según estos datos, sólo
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1 “El rostro de la inseguridad en méxico, reporte especial” , Dossier Político, Aná-
lisis y Prospectiva, México, vol. 1, núm. 8, 1 al 15 de octubre de 1999, p. 22.

2 Nexos, núm. 261, septiembre de 1999
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20% de los delitos cometidos son denunciados, y de estas denun-
cias, únicamente 4% prosperan.3

Lo anterior nos demuestra la poca efectividad de los instru-
mentos jurídicos establecidos para alcanzar el desarrollo de los
derechos humanos en México y en Querétaro, entre otros, en ma-
teria de seguridad en bienes, personas y derechos. El acceso a
los servicios básicos (vivienda, salud, educación), son otro de los
aspectos extraordinariamente importantes que se ligan al empleo-
ingreso, conceptos que son regulados constitucionalmente como
derechos —garantías individuales y sociales— aún difícilmente
realizables al menos para un buen sector de la población, pese al
reconocimiento de diversos derechos individuales o de grupo y
de la existencia de diversos instrumentos constitucionales como
el recurso o juicio de amparo y de la implementación de la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos, entre otros.

De una revisión histórica-constitucional, observaremos que
efectivamente se ha avanzado en la protección y desarrollo de
los derechos humanos, baste inferir la constitucionalidad de los
derechos individuales y sociales y la incorporación de diversos
instrumentos jurídico-procesales, como de reformas tendientes a
fortalecer las instituciones de justicia aunque no siempre con los
resultados esperados.

La importancia de los derechos humanos no sólo se reconoce
en el ámbito nacional, sino también en el plano de las entidades
federativas. Lo cierto es que la realidad pone día con día en “en-
tredicho”  dicha preocupación, que enfrenta una desorbitada ac-
tividad del Estado y en particular del gobierno y de su adminis-
tración pública que limitan o desconocen los derechos subjetivos
públicos antes referidos. Esto independientemente del tránsito y
ensanchamiento de los derechos individuales o de primera gene-
ración; de los sociales o de segunda generación; de los difusos o
de tercera generación; y los de género o de cuarta generación,
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3 Op. cit., nota 1.
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concepciones que replantean asimismo nuevas acciones y más
eficacia de las autoridades públicas.

Aunque persisten las discusiones teóricas, conceptuales y me-
todológicas acerca del alcance y protección de los derechos hu-
manos, resaltándose aspectos cualitativos y cuantitativos en su
reconocimiento, como en su aplicación. Desde hace veinticinco
siglos ya se planteaba dicha discusión, partiendo de la idea de
que el individuo es principio y fin de toda institución social, po-
lítica y jurídica, de lo que derivan diversos estudios que así lo
destacan, es el caso de Heindengger en El ser y el tiempo y Sartre
en El ser y la nada. Reflexiones que explican la relación entre
el individuo y el derecho; entre el derecho y el Estado, de ello
se desprenden los siguientes supuestos:

a) La existencia de un régimen constitucional que integra nor-
mas jurídicas y políticas que estrictamente limitan la acción del
poder.

b) La definición de una lista, una declaración, o de un capítulo
de derechos y libertades, individuales y colectivos que justifican
y frenan el ejercicio del poder.

c) La incorporación de uno o varios mecanismos o instrumen-
tos de defensa constitucional que garanticen la supervivencia del
propio ordenamiento, lo que a su vez se traducirá en una garantía
para respetar, desarrollar y ensanchar los derechos fundamenta-
les, individuales y colectivos.

Al verificar la existencia de estos derechos-valores y la estruc-
tura jurídico-política de la Constitución del Estado Libre y So-
berano de Querétaro Arteaga, comprobamos que ésta quedaría
incompleta si dentro de ella no reconocemos otros derechos que,
aunque sin ser materiales, sin son aleatorios y definitivos para el
respeto y cumplimiento de los primeros, queremos decir, de de-
rechos también fundamentales de carácter secundario que de al-
guna forma van ligados y unidos a los considerados así en su
sentido estricto —de libertad, de igualdad y propiedad—, de ahí
la necesaria incorporación de derechos complementarios o secun-
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darios, de cuyo cumplimiento y desarrollo, dependerá la efecti-
vidad de los primeros llamados materiales.

La falta de tratamiento integral para su protección en la Cons-
titución y la limitada o casi nula participación (al menos direc-
tamente) de los poderes y de los ciudadanos con relación a los
derechos humanos, provoca inconsistencias en el ejercicio, pro-
tección y desarrollo de los derechos humanos en Querétaro.

El avance social, cultural, económico y político de México en
general y de Querétaro en particular, implica una nueva dinámi-
ca, más compleja, a la que tienen que responder las instituciones
públicas y por tanto el estado y sus poderes. Por ello hoy los
derechos no sólo presentan un tinte de pluralidad, es decir, del
reconocimiento integral de todos los mexicanos, de sus derechos
e intereses, lo que plantea la exigencia de establecer o implemen-
tar más y mejores instrumentos jurídicos que así aseguren el
cumplimiento de los derechos y que aseguren el desarrollo de los
mexicanos y de su sociedad. Se considera necesario crear otras
alternativas, mecanismos o instrumentos de diversa naturaleza
que directa o indirectamente faciliten o garanticen el estableci-
miento y la plenitud de los derechos humanos fundamentales.

En razón de lo anterior, es conveniente reconocer la extraor-
dinaria importancia que pueden tener otras instituciones, públi-
cas, privadas o sociales, que aunque en el origen o naturaleza de
sus funciones no se encuentre la defensa directa de los derechos,
bien pudieran coadyuvar en su desarrollo. Es el caso de los or-
ganismos autónomos y de las ONGS, que se presentan como una
alternativa viable que coadyuven en la vigencia de los derechos
humanos.

En México a pesar de tener un avance constante en el orden
jurídico-constitucional y vanguardista en el plano internacional,
la Constitución aún no prevé todos los mecanismos necesarios
para lograr la eficacia y eficiencia de los instrumentos estableci-
dos para lograr la plenitud y desarrollo de los derechos humanos.

La Constitución del Estado Libre y Soberano de Querétaro Ar-
teaga por inercia, no regula con la suficiente amplitud, ni prevé
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los mecanismos necesarios y suficientes para proteger, asegurar
y desarrollar los derechos humanos.

Por ello, y dada la difícil situación política, económica, social
y cultural por la que atraviesan la sociedad mexicana y la que-
retana específicamente, y con ello de sus instituciones y parti-
cularmente las relacionadas con los derechos humanos-funda-
mentales, es necesario revisar e interpretar íntegramente, desde
la perspectiva de los derechos, el capitulado de la Constitución
de Querétaro, de tal manera que se inscriban aquellas partes o
aquellos derechos que brillen por su ausencia.

Es necesario ampliar o crear nuevos mecanismos jurídicos que
directamente se inscriban en el texto constitucional para recono-
cer, preservar y proteger los derechos humanos. 

Para lograr la eficacia y plenitud de los derechos y por ende
de los instrumentos y fines para los cuales fueron creados, será
necesario no solo analizar e interpretar los vigentes mecanismos
constitucionales, sino buscar en incorporar nuevas alternativas
que se traduzcan dentro y fuera de la Constitución en efectivos
instrumentos de protección de los derechos humanos.

Por tanto será necesario que los poderes precisen y asuman
nuevas facultades (directamente) que constitucionalmente se es-
tablezcan para proteger, ensanchar y desarrollar los derechos hu-
manos.

Por la visión integral de los derechos humanos, será necesario
buscar otros mecanismos e instituciones dentro de la Constitu-
ción, como la que prestan los organismos constitucionales autó-
nomos, y aún fuera de la Constitución a través de la participación
ciudadana y social que entre otros encabezan las organismos no
gubernamentales para generar una cultura, un respecto y la pro-
tección de los derechos humanos en Querétaro.

El contexto social actual, implica de un mayor involucramien-
to de instituciones tradicionales y nuevas, de naturaleza jurídicas
diversas como las públicas, las privadas y sociales, por ello, y en
el marco de la Constitución y de sus leyes reglamentarias, debe
inscribirse la importancia de estas instituciones para que se su-
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men al respeto y protección de los derechos humanos, por tanto
será conveniente dotar de facultades y recursos a instituciones
públicas que garanticen los derechos humanos, como lo pueden
ser los organismos constitucionales autónomos, o bien, para crear
nuevos que ex profeso tengan como misión dicha facultad. 

Respecto de los organismos e instituciones privadas y sociales,
es conveniente instrumentar un marco jurídico y político que asi-
mismo permita su participación en el reconocimiento, protec-
ción y desarrollo de los derechos del hombre. Consecuentemente
tendremos una cultura de los derechos humanos que facilitará,
involucrando a todas sus partes (ciudadanos, instituciones y au-
toridad), el pleno desarrollo de estos valores y principios funda-
mentales de la Constitución, del ordenamiento y de la democra-
cia de Querétaro, los derechos humanos.

Indudablemente que será de utilidad para las instituciones di-
rectamente vinculadas al desarrollo, respeto y protección de los
derechos humanos tal como la Comisión Estatal de Derechos Hu-
manos, al Poder Judicial, a la Procuraduría General de Justicia,
a los cuerpos de seguridad. Indirectamente, y como ya lo hemos
señalado a los otros poderes del Estado, a los que formulen leyes
y administren recursos y que incidan en el desarrollo de los de-
rechos humanos. Tendrá por tanto aplicación y uso en nuestro
estado y municipios, lo que implicará actualización, ampliación
y control de sus facultades al modernizar el marco normativo y
su régimen administrativo, por lo que se propondrán adecuacio-
nes, reformas legislativas y propuestas para crear nuevas institu-
ciones constitucionales con carácter de autónomo, o en caso de
que existieran, dotarlas de tal carácter

Una variable más que se deberá considerar para propiciar el
estudio y la búsqueda de alternativas en los estados y los muni-
cipios, es justamente la idea de que en las entidades federativas,
es donde los ciudadanos viven, que es donde se activan dos pro-
blemáticas: 1) que es el lugar donde se ponen en vigencia y en
donde desarrollan básicamente los derechos humanos (prestación
de bienes y servicios); y que es también, lamentablemente el lu-
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gar —lógico y formal— en razón de la proximidad y de la fre-
cuencia, donde se violentan, lastiman, atropellan y desconocen
los derechos humanos y fundamentales, principalmente por el
quehacer público. De ahí la necesidad de que las autoridades y
los gobiernos y poderes de los estados y muy importantemente
de los municipios, de que tengan más facultades y atribuciones
que directa o indirectamente vincule a los derechos humanos. La
promoción y fomento al respecto de los mismos, en forma subs-
tancial, dependerá del grado y la cantidad de acciones que se den
en esos ámbitos, que contrariamente coincide con la incidencia
que limita y restringe, en otras palabras, por el sólo hecho y claro
esta, de derecho, de que dichas autoridades se vean más involu-
cradas en la problemática de los derechos humanos, estos se ve-
rán altamente beneficiados. Desde esta perspectiva el “nuevo fe-
deralismo”  presta una oportunidad única para lograrlo.

Desde otra perspectiva también hay que generar los suficientes
mecanismos jurídicos y políticos que le permitan a los estados y
municipios para responder, adecuar y porque no decirlo, para
protegerse “como instancias gubernativas”  y proteger a los de-
rechos humanos, como efecto de las nuevas condiciones que im-
pone el concierto internacional, particularmente se aprecia en el
terreno de los derechos humanos, baste recordar la condición de-
mocrática-económica que establece la Carta Europea de los De-
rechos Humanos, para establecer, regular y mantener cualquier
tipo de intercambio y colaboración internacional.

Se refrendan los señalamientos de Kelsen y Jellinek en rela-
ción a las partes formal y material de la Constitución, identifi-
cando dichas partes en las diversas Constituciones estatales, de
donde se desprende, por ende, que los estados sí pueden estable-
cer —con relación a la parte dogmática—, disposiciones que ga-
ranticen la libertad y el respeto a los derechos humanos, inclusive
pueden establecer otras que deriven de las enunciadas. En rela-
ción a la parte pragmática-orgánica, también pueden establecer o
ampliar requisitos o limitaciones, aunque ciertamente existen los
parámetros establecidos en la federal.
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Se pueden derivar otras garantías “previstas en las Constitu-
ciones estatales” , mientras no contradigan a la federal, esto es,
que sí es posible que establezcan ciertas garantías específicas.
También cabe la posibilidad de establecer disposiciones que fa-
ciliten o garanticen el ejercicio de una garantía individual ya es-
tablecida en la Constitución federal, por ejemplo, en Querétaro
y en Chihuahua se establecen plazo —8 días— para el ejercicio
del derecho de petición; en otros estados de la República —ha-
blando de derechos— se establecen preferencias para los ciuda-
danos locales para puestos, empleos, para dar alimento a los pre-
sos (Chihuahua), o el derecho a ser informados de las actividades
de las autoridades (Querétaro), así sucesivamente se van dando
más ejemplos relacionados con la protección de la familia, los
ancianos, la cultura, lengua, el derecho de los indígenas a tener
procuradores o jueces de su lengua o tener traductores, etcétera.

La supremacía constitucional, principio fundamental de la es-
tructura piramidal kelseniana, también es aplicable a las Consti-
tuciones locales, que se interpreta como orden y unidad —de
donde el derecho regula su propia creación, estableciendo el que
una norma jurídica determine la forma en que otra es creada, así
el contenido de la misma—, y rige para todas las autoridades,
federales, estatales y municipales, sometidas consecuentemente a
un control constitucional vía órganos políticos, judiciales, espe-
cializados o a través del amparo —hoy se pueden agregar las
controversias constitucionales o las acciones de inconstituciona-
lidad—, estos últimos instrumentos de relevante importancia para
la defensa constitucional de los estados y municipios. Se puede
señalar que por lo general en los estados no hay medios directos
para el control de la constitucionalidad —hecha excepción de los
estados de Veracruz, Coahuila y Tlaxcala que recientemente han
incorporado instrumentos locales—, por tanto no se otorga dicha
facultad a ninguna autoridad local, sin embargo se considera, que
si los estados gozan de soberanía para otorgarse una Constitu-
ción, también gozan de la facultad soberana para dotarse de ins-
trumentos y organismos facultados para reparar las violaciones
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al pacto estatal y sobre todo para vigilar la constitucionalidad de
las leyes locales, vista desde la misma perspectiva de la Consti-
tución local. Lo anterior fortalecería ampliamente el orden local,
máxime cuando se refiera a las particularidades de cada estado,
aunque es factible que:

...si el acto reclamado viola un garantía individual local (constitucio-
nal), el quejoso pudiera alegarlo en sus conceptos de violación para
justificar que por esa misma razón se transgrede la Constitución fe-
deral, y de resultar aquéllos fundados, la protección constitucional
tendría como efecto anular el acto reclamado, restituyendo al peti-
cionario del amparo en el goce de la garantía violada. De esta forma
se defendería la Constitución local, por no existir un órgano o tribu-
nal que tenga facultades para garantizar y velar por la plena obser-
vancia del al Constitución local.

Como se observa, a las Constituciones locales, cuando se re-
claman violaciones constitucionales, se les da el trato como si se
tratase de cualquier ley ordinaria o de un reglamento, lo que no
debe ser así teniendo presente el carácter soberano de cada enti-
dad, de ahí la urgencia de que en todos los estados de la Repú-
blica, en sus Constituciones deberían prever instrumentos o me-
canismos de control constitucional, y en tal supuesto se pudiera
facultar al los tribunales superior de justicia —como ya está es-
tablecido en Veracruz Coahuila y Tlaxcala—, ello sin embargo
no excluye la posibilidad de incorporar una serie de principios a
los cuales deberían ajustarse estos órganos de control estatal de
la constitucionalidad. Por lo que se considera que los supuestos
regulados en general para el amparo, no son procedentes sino se
afecta a la misma Constitución federal.

La oportunidad esta ahora en los estados, en el momento en
que nacionalmente se reinterpreta el federalismo, llamado así por
sus seguidores, a partir de 1910 que se constituye en una de las
banderas del movimiento y lucha revolucionaria, lográndose que
en la Constitución de 1917 se reafirmará al estado federal mexi-
cano antes referido, planteado en los artículos 4l, 115 y princi-
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palmente en el 40, que señala que “Es voluntad del pueblo me-
xicano constituirse en una República representativa, democráti-
ca, federal, compuesta de estados libres y soberanos en todo lo
concerniente a su régimen interior, pero unidos en una federa-
ción establecida según los principios de esta ley fundamental” ,
que como observamos exalta entre otros, el respeto a la soberanía
de los estados y como consecuencia, la autonomía municipal, de
cuyo concepto surge la aceptación, pudiera decirse, de una doble
constitucionalidad u órdenes constitucionales interdependientes
pero complementarios para la salvaguarda de la unidad nacional
y el respeto de los derechos y libertades, hablamos del federal y
del estatal o local propiamente dicho.

En México y en Querétaro ciertamente ya existen algunos,
pero se propone el perfeccionamiento de algunos de los ya exis-
tentes, igualmente se propone la creación de otros “nuevos” , ór-
ganos constitucionales como el tribunal constitucional, sea me-
diante control difuso o concentrado pero definido y que articulen
la jurisdicción constitucional y la jurisdicción ordinaria; el om-
budsman con mayores facultades e independencia y basado en
un servicio civil de carrera; la contraloría o tribunal de cuentas
retirado del ejecutivo porque internamente ya está cubierto por
la Secretaría de la Contraloría, como pudiera ser el órgano o ins-
tituto superior de fiscalización tanto a nivel federal, como en el
plano de los gobiernos estatales, por ello es importante destacar
la reciente creación de la Entidad de Fiscalización Superior de
la Federación, publicado el 30 julio de 1999, según podemos ob-
servar de lo señalado en la Constitución política:4

“Artículo 79. La entidad de fiscalización superior de la Fede-
ración, de la Cámara de Diputados, tendrá autonomía técnica y
de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre
su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los
términos que disponga la ley” .
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Los organismos no jurisdiccionales protectores de derechos
humanos o mejor conocidos como organismos constitucionales
autónomos protectores de los derechos humanos, de creciente im-
portancia en los ámbitos nacional-internacional, no son tan bien
vistos por la estructura institucional “ tradicional”  de procuración
de justicia de las naciones —jueces, magistrados e inclusive en
el gremio de los abogados—. Sin embargo, día con día es cre-
ciente su presencia no solo en el ámbito de la protección de los
derechos humanos, sino también en su promoción y desarrollo,
a grado tal es su importancia, que en algunos casos se han cons-
tituido en verdaderas instancias del cambio político.

Lo cierto es que son instancias que no pretenden sustituir a
ningún organismo o institución particular de la procuración o ad-
ministración de justicia, al contrario, se suman a los esfuerzos
nacionales, por ello es creciente la corriente doctrinal que cree
necesario crear o incrementar la presencia de este tipo de orga-
nismos especializados, organismo constitucionales autónomos
que tengan una participación hasta donde los derechos humanos
lo exijan —nacional-internacional—, aunque es conveniente pre-
cisar que tienen un mínimo de facultades y competencias nacio-
nales, sin embargo, no debe excluirse su actividad en el plano
internacional. Es difícil sujetar en lo particular a este tipo de or-
ganismo a un procedimiento particular, por sus características
propias.5

Querétaro por tanto, requiere de nuevas formas —directas e
indirectas—, de nuevos mecanismos e instrumentos que coadyu-
ven en la delicada labor de alcanzar el estado social y democrá-
tico de derecho, pero para ello será necesario cumplir con tres
puntos básicos: 

1) El tratamiento conceptual y metodológico que de manera
“ integral”  plante la problemática de los derechos humanos y por
consecuencia del ordenamiento jurídico.
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5 Véase en Martínez Bullé Goyri, Víctor, “El procedimiento ante los organismos
autónomos protectores de los derechos humanos” , en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, De-
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2) La identificación “actualizada”  y “congruente”  de la reali-
dad que presenta México en general y Querétaro en particular,
desde las diversas perspectiva; la jurídica, política, la social, la
económica, etcétera.

3) Alcanzar y aplicar nuevos instrumentos para la protección
de los derechos humanos, basados ellos en formas diferentes a
las tradicionales, es decir, desde perspectivas y formas diferentes,
donde participen con mayor protagonismo y responsabilidad,
aquellos que pueden beneficiarse o perjudicarse en razón de la
vigencia de los derechos humanos. La participación ciudadana y
social, puede ser por tanto, una alternativa estatal, nacional e in-
ternacional.

Desde una perspectiva de los derechos humanos y esencial-
mente de la de los derechos fundamentales, la participación ciu-
dadana y social se convierte en sí mismo una forma directa de
ejercitar y poner en vigencia los consabidos derechos humanos.
Constituyen por tal, todas las formas de participación del indivi-
duo, las garantías esenciales del orden jurídico, y por ende, de la
construcción y ejercicio del poder público, por lo que destaca su
vital importancia para detonar, sostener y justificar el desarrollo
de una nación.

Con mucha razón se dice que la garantía de la democracia se
da con el ejercicio de los derechos que la Constitución consagra
y viceversa, que la garantía de los derechos constitucionales se
logra con el ejercicio y la práctica ciudadana de la democracia.
El motor central y básico por ende, significa la dinámica de los
derechos humanos que no es otra cosa que la conducción ciuda-
dana de sus intereses, ideas, creencias, y derechos, mediante una
sistemática y ordenada participación en todos los ámbitos y sec-
tores de la vida social. Diría José Carbonell “de no producirse
se puede caer en situaciones de cerrazón y caciquismo” .6
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6 Véase, Carbonell, José, “Transición a la democracia, gobernabilidad y federalis-
mo en México. Cerrando el círculo” , Serna de la Garza, José María (coord.), Federalismo
y regionalismo. Memoria del VII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional,
México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2002.
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Para cristalizar dichos conceptos debe diseñarse diversos pro-
grama y subprogramas como son:

1) Fortalecimiento de las instituciones democráticas naciona-
les a nivel estatal:

• El fortalecimiento de las constituciones y/o legislación na-
cional sobre protección de los derechos de grupos tradicio-
nalmente marginados, como comunidades indígenas;

• El fortalecimiento de instituciones nacionales de protección
de los derechos (por ejemplo, procuradurías de los derechos
humanos, institutos de la mujer, etcétera); 

• El fortalecimiento de la eficacia de los sistemas judiciales
en las ramas constitucional y penal; en materia civil, ase-
soría en reformas completas a los sistemas judiciales y jurí-
dicos para el mejoramiento de la eficacia de las instituciones
de justicia existentes, según los intereses de cada estado; me-
joramiento de los mecanismos de acceso de la ciudadanía
a esas ramas, así como a la justicia constitucional.

• La creación de mecanismos de acceso del público a la in-
formación sobre las actividades gubernamentales; 

2) Fortalecimiento de la democracia participativa:

• Servicios de promoción, diseño, desarrollo, aplicación o
evaluación de instituciones como la iniciativa popular legis-
lativa, el refrendo, la revocación del mandato, las audien-
cias públicas en el Congreso y las entidades administrativas,
así como otras encaminadas a estimular la participación de
los ciudadanos y los diversos grupos, menos o más organi-
zados, que conforman la sociedad civil.

• Fortalecimiento y promoción de la organización y funcio-
namiento de los partidos, democratización interna, articula-
ción y relación con la sociedad, financiamiento público y
privado, proyección programática y garantías para los par-
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tidos de oposición, entre otros. Su articulación y relación
con la sociedad. 

• Fortalecimiento de instancias representativas de la sociedad
civil, poniendo el énfasis en los grupos tradicionalmente
marginados, tal como los grupos indígenas, minorías, dis-
capacitados, etcétera. Se podría privilegiar el apoyo a su or-
ganización, a la capacitación de líderes y al desarrollo de
la capacidad propositiva de estos grupos (diseño de proyec-
tos de ley, de políticas).

• Fortalecimiento de la participación política de la mujer, tan-
to a nivel “ formal”  (en partidos políticos, en el Parlamento,
etcétera) como a nivel informal (liderazgo a nivel comuni-
tario, en asociaciones cívicas, etcétera).

En cuanto a subprogramas, éstos tienen como premisa funda-
mental fortalecer los procesos democráticos específicamente a ni-
vel de municipio y promover la participación de la comunidad
en los procesos democráticos y las formas de gobierno local para
que la democracia local signifique mayor bienestar para la co-
munidad y no solo redistribución de funciones dentro del aparato
estatal.

• Programas de capacitación/liderazgo para grupos cívicos lo-
cales, con énfasis en la formación de jóvenes y de mujeres;

• Fortalecimiento de asociaciones municipales y de grupos
cívicos locales; 

• Reforma de los mecanismos reguladores locales permitien-
do una mayor participación ciudadana.

En muchos países se vienen aplicando las diversas formas de
participación ciudadana con resultados satisfactorios; en México,
en algunos estados ya se han reconocido y practicado, pese a no
tener una regulación general directa, uniforme y definitiva; el
plebiscito ha sido la figura más usada, caso Distrito Federal y
Morelos. También hay ejemplos de su regulación en las Consti-
tuciones locales y leyes secundarias, el referéndum en Guerrero
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(artículo 25); referéndum y plebiscito Chihuahua (artículos 213
y 219 de la Ley Electoral); el plebiscito, el referéndum y la ini-
ciativa popular en Tlaxcala; el referéndum y la iniciativa popular
en Colima; y el plebiscito, el referéndum, y la iniciativa popu-
lar en Zacatecas. Todas ellas reconocidas entre los años de 1997
y 1998.

La posición que adopte la ciudadanía o su organización —po-
lítica, territorial, etcétera— también se significará como una ma-
nera efectiva de participación con efectos políticos, jurídicos,
económicos y sociales. Las relaciones que entablen y el tipo de
relaciones que generen, se traducirá en una participación con
consecuencias diversas que debe ser reguladas por el derecho. Si
se observa en la evolución de la sociedad política mexicana, mu-
chas de estas manifestaciones han dado pauta a reformas consti-
tucionales que hasta la fecha se discuten, ejemplo, la organiza-
ción y la manifestación de los ahorradores, del barzón, etcétera.

En el terreno público-administrativista, la participación ciuda-
dana también se capitaliza para gestar bienes y servicios; para
controlar y evaluar el desempeño institucional de los poderes y
en forma individual las autoridades —titulares de los órganos—;
para formular políticas públicas; y sobre todo para generar y par-
ticipar en la toma de decisiones inherentes al quehacer público.
Por eso, por la vinculación directa o más directa del municipio
con los ciudadanos, cada día tiene más peso político, económico
y administrativo, el quehacer de la autoridad municipal, que logra
justamente a través de la vinculación, cercanía y participación de
los habitantes de la comunidad, mediante Consejos de participa-
ción o colaboración ciudadana y de los patronatos que finalmente
articulan los esfuerzos de la ciudadanía y de la autoridad pública
municipal o estatal para el logro de un fin común —se dice pro-
grama determinado—.

Los gobiernos han ofrecido avances y mejoras a la población
en sus programas gubernamentales, sin embargo, han quedado
limitados los objetivos; aspectos como justicia social, desarrollo
social, participación social, derechos humanos, democracia, go-
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bernabilidad, finanzas públicas y descentralización han sido te-
mas incorporados cada tres o seis años sin encontrar una verda-
dera instrumentación. 

Entre otros aspectos que preocupa regular están las modalida-
des de participación de los ciudadanos o así llamado tercer sector,
de donde se destaca: 1) la participación ciudadana, o la desarrollada
directamente y que llega a sustituir la actividad del gobierno que
juzga como superflua, inútil, ineficaz, etcétera; 2) participación
popular, o consultas que anteceden a la implementación de pro-
gramas comunitarios —sólo en su diseño—; 3) participación so-
cial o la participación grupal, común o interindividual —en el
seno de una organización formal— para asegurar y defender sus
intereses y derechos —como los difusos—; 4) participación co-
munitaria, que se traduce en el impulso de esfuerzos para mejor
del nivel de vida, a través de su intervención en labores admi-
nistrativas comunitarias —el suministro de servicios públicos—.
En este último punto, México se ha distinguido porque en el pa-
sado y aun en el presente, cuenta con diferentes formas ejempla-
res de participación como el tequio y el calpulli, entre otros.

Pasando a otro aspecto de la participación, se arguye que en
un país, en un gobierno, o en un sistema político-administrativo
en donde se combinan las formas de representación (directa e
indirecta) y la participación (individual, social e institucional),
alcanza la plenitud y el desarrollo, por lo que se puede calificar
de un Estado democrático y social de derecho. El equilibrio y los
procesos para alcanzar ambas manifestaciones; representación y
participación —ciudadanos-instituciones—, viene a constituir el
punto central de la política y el derecho, por lo que los límites
y alcances que los definan, también tienen que ser regulados por
las Constituciones políticas (federal y estatales). Las variables
que en todo caso conectan con lo anterior, son diferentes, tal
como la información, la educación, la cultura, la raza, la religión,
etcétera.

LOS DERECHOS HUMANOS EN QUERÉTARO 471

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2003. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/j9ZKzK



En Querétaro la participación ciudadana ha quedado plasmada
a partir del Plan de Desarrollo Integral 1992-1997 del entonces
gobernador del estado, licenciado Enrique Burgos García, quien
institucionalizó los esfuerzos entre la sociedad y su gobierno a
través del Sistema Estatal de Concertación Social, lo que se cons-
tituye en uno de los grandes retos para ese sexenio 1992-1997.
El impulso a la participación ciudadana y social se basó en:7

• El diálogo y concertación;
• En promover la organización y participación social a nivel

comunidad, municipio y estado;
• En articular el Sistema Estatal de Concertación Social con

el Programa Nacional de Solidaridad;
• En la creación de consejos y comités municipales donde se

promueva la participación social;
• En la sectorización, regionalización e institucionalización

de organizaciones y grupos sociales que operen en órga-
nos de planeación estatal y municipal.

Con la idea de plasmar los lineamientos antes referido, el 31
de diciembre de 1996 es derogada Ley de Planeación, por una
nueva que establece las bases del Sistema Estatal de Concerta-
ción Social cuya finalidad es promover e integrar la participación
de la sociedad en acciones inherentes de la planeación. El Siste-
ma Estatal de Concertación Social quedo formado por:

1) Consejos de Concertación Ciudadana;
2) Consejos Municipales de Participación Social;
3) Organizaciones Sociales Comunitarias, y
4) Asociaciones y Organismos de la Sociedad Civil.
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7 Vega Hernández, José Rodolfo y Servin Aguillón, Gerardo, “Retos de la parti-
cipación ciudadana como instancia de eficiencia de la administración pública municipal” ,
Participación Social y Ciudadana. Gaceta Mexicana de Administración Pública Estatal
y Municipal, México, núm. 58, diciembre de 1991, pp. 144-147.
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La experiencia desarrollada en Querétaro, nos muestra que la
modalidad de participación ciudadana, se puede operar de dife-
rentes maneras, como lo son los comités de participación ciuda-
dana para el desarrollo económico, social y cultural; los órganos
consultivos y de participación ciudadana, para colaborar en el
fomento de rubros importantes de la vida local, como el turismo,
presentan la ventaja de integrar y sumar al ciudadano, al gobierno
y a los líderes de grupos sociales en fines comunes —llamadas
comisiones mixtas—; las comisiones mixtas de servicios públi-
cos, que normalmente son organismos públicos que involucran
oficialmente la participación ciudadana, sus labores básicas con-
sisten en aprobar programas, vigilar, denunciar irregularidades y
dar seguimiento de los mismos; y por último las denominadas
visitadurías sociales (de servicios públicos prioritarios) y consis-
ten en realizar visitas de inspección de los servicios públicos, ob-
servar irregularidades, recomendar y captar quejas, para que con
esa información, se retroalimenten los sistemas administrativos
públicos.

Las instituciones creadas para mediar la participación de la so-
ciedad no sustituyen las ya creadas, son complementarias y por
lo tanto tienen una función de organizarse conjuntamente y esta-
blecer la eficacia en los servicios públicos. Los consejos y comi-
tés municipales han sido los aspectos más sobresalientes en la
práctica, al permitir la apertura para la participación ciudadana.

En otra perspectiva, la participación ciudadana, con su conse-
cuente ejercicio de los derechos fundamentales, viene a legitimar
al poder y al Estado, cuando esta se desarrolla en los términos
constitucionalmente establecidos. Teniendo por tanto legitimados
los actores y las acciones de la actividad pública tan necesarias
en países en desarrollo.

En suma, con relación a los derechos humanos en el nivel fe-
deral y en el local sostenemos:

• Establecer derechos o garantías fundamentales —en la Cons-
titución federal y en las Constituciones estatales—, y que se
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reglamente en las subsecuentes leyes secundarias, que di-
rectamente reconozcan, regulen y protejan la participación
directa de la ciudadanía y de la sociedad, tal como el refe-
réndum, el plebiscito, la consulta pública, etcétera, particu-
larmente en la toma de decisiones públicas.

• Establecer y regular en forma general la iniciativa popular,
es decir, dar la posibilidad al ciudadano o a una parte del
electorado para propongan o formule leyes que convengan
a sus intereses.

• Bajo el anterior criterio, que también se establezcan meca-
nismos e instrumentos que aseguren constitucionalmente la
participación directa ciudadana y social.

• Se propone que en el artículo 39 constitucional se incorpo-
ren los términos referéndum, plebiscito e iniciativa popular
como una manera de que el pueblo de México ejerza su
soberanía, en el estado de Querétaro ya se contemplan en
la ley electoral local.

• Lo anterior, independientemente de que en el capítulo de
garantías individuales, se integre uno o unos artículos que
en lo general o en lo particular reconozcan estos tipos de
participación directa —referéndum, plebiscito e iniciativa
popular—, y que además describan el alcance de cada uno
de ellos.

• Que en los enunciados de los artículos 35 y 36 de la Cons-
titución política, se adicione el reconocimiento de referén-
dum, plebiscito e iniciativa popular, como parte de un de-
recho político.

• Establecer el derecho de iniciativa de leyes o derecho a ini-
ciar o proponer leyes —una variante de la iniciativa ciu-
dadana— a un número determinado de electores, a insti-
tuciones públicas, sociales o ciudadanas, y asimismo a los
organismos constitucionales autónomos, cuando se trate de
asuntos concernientes a su naturaleza, estructura, funciona-
miento o administración, caso de la Corte Suprema de Jus-
ticia de la Nación, el Instituto Federal Electoral, la Comi-

474 VEGA / GARCÍA VÁZQUEZ

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2003. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/j9ZKzK



sión Nacional de los Derechos Humanos, y la aplicable a
los organismos públicos y sociales de los estados y muni-
cipios bajo las mismas limitantes.

• Reformar y adicionar los artículos 25, 26, 39 y 41 de la
Constitución federal en el sentido de incorporar el término
“participación ciudadana” .

• Crear una Ley Federal de Participación Ciudadana y leyes
estatales, que regulen las diferentes formas de participación
social, que definan la naturaleza y alcances de la misma, y
establezcan las posibilidades jurídicas y técnicas para el
manejo de diferentes recursos: económicos, materiales y
humanos.

• Regular constitucional y legalmente la contralorías ciuda-
danas y sociales, que con facultades regladas y bajo respon-
sabilidades, puedan vigilar y evaluar la gestión y aplicación
de recursos y programas de las administraciones públicas de
México. Dicha implementación se deberá de hacer en dife-
rente planos y niveles —dependiendo de la organización
política o autoridad—. También se puede aplicar a la ope-
ración y aplicación de los servicios públicos.

• Regular constitucionalmente la participación política a tra-
vés de organizaciones sociales, para que ya no sea una fa-
cultad exclusiva de los partidos políticos, por lo que se pro-
pone incorporar una fracción al artículo 41 constitucional,
reconociendo la posibilidad de dicha participación. Esto no
excluye que se pueda reconocer en otro apartado, como de-
recho o principio.

• Regular constitucionalmente la participación política ciuda-
dana a través de organismo públicos, que por la naturaleza
de quienes participan, llegan a constituirse en organismos
mixtos, su ventaja estriba en ofrecer una liga natural entre
representantes y representados, asegurando un conocimien-
to actual y real de las condiciones socio-económicas que
permitan el diagnóstico, la formulación de políticas públi-
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cas, como de la toma de decisiones legítimamente ciuda-
danas.

• Crear organismos de Estado que representen la participa-
ción ciudadana, en todos los niveles y ámbitos de gobierno,
lo que permitirá legitimar decisiones y programas que im-
pacten el interés público, pudieran formalmente establecer-
se como organismo constitucional autónomo, dotado de fa-
cultades, recursos y funciones propias.

• Establecer mecanismos jurídicos que responsabilicen de la
participación y de los resultados a quienes la protagonicen.

• Regular la vigilancia participativa desde una perspectiva
constitucional, por ejemplo en el medio productivo no ur-
bano y específicamente en lo relacionado con las activida-
des de uso y aprovechamiento de los recursos naturales, se
ha venido concertando y constituyendo Comités de Inspec-
ción y Vigilancia de los Recursos Naturales con la comu-
nidad, las estructuras estatales, municipales y locales de go-
bierno, los productores y cooperativas, las comunidades
indígenas, los cuerpos científicos y de investigación nacio-
nales y locales, y las agrupaciones organizadas para la de-
fensa del entorno, para incorporar a la procuración, vigilan-
cia y conservación de los recursos los esfuerzos e interés
común de los beneficiarios directos del potencial sustenta-
ble de los ecosistemas. Estos Comités, inicialmente consti-
tuidos a nivel estatal, y posteriormente a niveles específicos
de municipio, localidad o etnia, pudieran fungir como ele-
mento aglutinador de intereses que preste un soporte cada
vez más significativo a las responsabilidades oficiales en la
vigilancia y protección del patrimonio común.

• Promover las instancias informales de participación en to-
dos los rubros que se relacionen con la promoción, respeto
y defensa de los derechos humanos.
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